
QUE REFORMA EL ARTÍCULO 2O. DE LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y 

ADOLESCENTES, A CARGO DE LA DIPUTADA MARBELLA TOLEDO IBARRA, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO 

La que suscribe, Marbella Toledo Ibarra, diputada a la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, 

del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en lo señalado en los artículos 

71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción 

I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración la siguiente iniciativa 

con proyecto de decreto que reforma el párrafo segundo del artículo 2, de la Ley General de los 

Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, con base en la siguiente 

Exposición de Motivos 

A través de los años, los derechos humanos se han convertido en el fundamento por excelencia para 

la promoción y garantía del desarrollo de las personas, dentro de las sociedades modernas. Su 

importancia ha trascendido a grado tal que les ha llevado a ser concebidos como el contenido esencial 

del sistema democrático, estableciendo un límite infranqueable para cualquier forma de arbitrariedad, 

orientando de esta forma al conjunto del sistema político y la convivencia social1 . 

Lo anterior permite inferir que los derechos humanos son aplicables a todas las personas con 

independencia de cualquier particularidad. Uno de estos grupos es la infancia2 ; por este motivo, la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) ha reconocido un derecho fundamental reconocido 

dentro de las garantías individuales establecidas en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos: el interés superior del menor. Tal y como se demuestra en el siguiente criterio: 

“Interés superior del niño. Es un principio de rango constitucional implícito en la regulación 

de los derechos de los menores previstos en el artículo 4o. constitucional. De acuerdo a una 

interpretación teleológica, el interés superior del niño es principio de rango constitucional, toda 

vez que en el dictamen de la reforma constitucional que dio lugar al actual texto del artículo 4o., 

se reconoce expresamente que uno de los objetivos del órgano reformador de la Constitución era 

adecuar el marco normativo interno a los compromisos internacionales contraídos por nuestro país 

en materia de protección de los derechos del niño. En este sentido, el interés superior del niño es 

uno de los principios rectores más importantes del marco internacional de los derechos del niño. 

En el ámbito interno, el legislador ordinario también ha entendido que el interés superior es un 

principio que está implícito en la regulación constitucional de los derechos del niño, ya que es 

reconocido expresamente en la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes como un principio rector de los derechos del niño.”3 

Bajo esta primicia, el Estado mexicano, publicó en el Diario Oficial de la Federación, el 4 de 

diciembre de 2014, el decreto por el que se expide la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes, en este instrumento normativo se incluyó en el párrafo segundo, de su artículo 2, que 

el “interés superior de la niñez deberá ser considerado de manera primordial en la toma de decisiones 

sobre una cuestión debatida que involucre niñas, niños y adolescentes”. 

Lo anterior, si bien implica un avance significativo en la protección del menor para salvaguardar su 

interés superior y sus garantías procesales, este requiere un mayor desarrollo, tal y como lo ha 

señalado la SCJN, en la siguiente tesis jurisprudencial: 

“Interés superior de los menores de edad. Necesidad de un escrutinio estricto cuando se 

afecten sus intereses. El interés superior de los niños, niñas y adolescentes implica que el 



desarrollo de éstos y el ejercicio pleno de sus derechos deben ser considerados como criterios 

rectores para la elaboración de normas y la aplicación de éstas en todos los órdenes relativos a su 

vida. Así, todas las autoridades deben asegurar y garantizar que en todos los asuntos, decisiones y 

políticas públicas en las que se les involucre, todos los niños, niñas y adolescentes tengan el disfrute 

y goce de todos sus derechos humanos, especialmente de aquellos que permiten su óptimo 

desarrollo, esto es, los que aseguran la satisfacción de sus necesidades básicas como alimentación, 

vivienda, salud física y emocional, el vivir en familia con lazos afectivos, la educación y el sano 

esparcimiento, elementos -todos- esenciales para su desarrollo integral. En ese sentido, el principio 

del interés superior del menor de edad implica que la protección de sus derechos debe realizarse 

por parte de las autoridades a través de medidas reforzadas o agravadas en todos los ámbitos que 

estén relacionados directa o indirectamente con los niños, niñas y adolescentes, ya que sus intereses 

deben protegerse siempre con una mayor intensidad. En esa lógica, cuando los juzgadores tienen 

que analizar la constitucionalidad de normas, o bien, aplicarlas, y éstas inciden sobre los derechos 

de los niños, niñas y adolescentes, es necesario realizar un escrutinio más estricto en relación con 

la necesidad y proporcionalidad de la medida de modo que se permita vislumbrar los grados de 

afectación a los intereses de los menores y la forma en que deben armonizarse para que dicha 

medida sea una herramienta útil para garantizar el bienestar integral del menor en todo momento.”4 

Con base en lo anterior, hemos de señalar ahora que el interés superior del menor es un concepto 

triple5 , al tratarse de: 

• Un derecho sustantivo; 

• Un principio jurídico interpretativo fundamental, y 

• Una norma de procedimiento. 

Bajo esta lógica, el derecho del interés superior del menor previsto por el párrafo segundo, del artículo 

2, de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, debe precisar que cualquier 

medida que tenga que ver con uno o varios niños, su interés superior deberá ser una consideración 

primordial a que se atenderá, lo cual incluye no sólo las decisiones, sino también todos los actos, 

conductas, propuestas, servicios, procedimientos y demás iniciativas. 

Así, las decisiones particulares adoptadas por las autoridades administrativas –en esferas relativas a 

la educación, el cuidado, la salud, el medio ambiente, las condiciones de vida, la protección, el asilo, 

la inmigración y el acceso a la nacionalidad, entre otras, podrán ser evaluadas en función del interés 

superior del niño, al igual que todas las medidas de aplicación, ya que la consideración del interés 

superior del niño como algo primordial requiere tomar conciencia de la importancia de sus intereses 

en todas las medidas y tener la voluntad de dar prioridad a esos intereses en todas las circunstancias, 

pero sobre todo cuando las medidas tengan efectos indiscutibles en los niños de que se trate, por lo 

que proponemos para su discusión y, en su caso, aprobación, la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el párrafo segundo del artículo 2 de la Ley General de los 

Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 

Artículo Único. Se reforma el párrafo segundo del artículo 2 de la Ley General de los Derechos de 

Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar como sigue: 

Artículo 2. [ ...] 



De la I a la III [ ...] 

El interés superior de la niñez deberá ser considerado de manera primordial en la toma de 

decisiones; así como en todos los actos, conductas, propuestas, servicios, procedimientos y 

demás iniciativas en las que sea debatida cualquier cuestión que involucre niñas, niños y 

adolescentes. Cuando se presenten diferentes interpretaciones, se elegirá la que satisfaga de manera 

más efectiva este principio rector. 

[ ...] 

[ ...] 

[ ...] 

Transitorios 

Primero . El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

Segundo. Se abrogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto. 
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